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Durante el periodo de análisis de este informe, se observaron importantes cambios en la regulación del 
sector extractivo en México, tanto en materia petrolera como minera. Dichos cambios han incluido la 
flexibilización de normas, regulaciones y políticas públicas en general para facilitar las inversiones a costa 
de las poblaciones y sus derechos, de tal forma que se han incrementado en buena medida los conflictos 
socioambientales en el país. 

En cuanto al sector hidrocarburos, tanto la caída de la producción petrolera observada desde 2004, 
como el incremento en la importación de gas natural y la disminución de las reservas, fueron argumentos 
vertidos por el Gobierno Federal para impulsar los cambios que consolidarían la  Reforma Energética. La 
apuesta principal de la misma fue permitir la apertura del mercado al capital privado con el objetivo de 
revertir las tendencias a la baja de producción de hidrocarburos y promover, a su vez, la extracción de gas 
y petróleo en yacimientos no convencionales a través de la técnica de fracturación hidráulica y en aguas 
profundas del Golfo de México. 

Los cambios al sector energético, además, incluyeron la creación de las figuras de servidumbre legal y la 
ocupación o afectación superficial de la tierra. Lo anterior implica la posibilidad de que el Estado obligue 
a las y los dueños de las tierras a rentárselas a empresas petroleras para el desarrollo de los proyectos. 
Además, se estableció que la determinación de la contraprestación que se les dará por esta renta deberá 
ser proporcional a los requerimientos de las empresas conforme a las actividades que lleven a cabo, 
priorizando los intereses de las mismas sobre los de las poblaciones y comunidades.

En cuanto a la regulación del sector minero, este documento destaca que su pieza angular –la Ley 
Minera, creada en 1992 y vigente actualmente– permitió ampliar la participación de las empresas mineras 
extranjeras en esta actividad. Además, establece una duración para las concesiones mineras de 50 años, 
prorrogables otros 50 años más. A la par, la ley le otorgó el carácter de preferente a la actividad minera 
sobre cualquier otro uso o aprovechamiento del terreno, categoría que ha mantenido desde entonces. 
Además, declaró a la actividad minera de utilidad pública, lo que también hace sujetos de expropiación a 
los terrenos donde se encuentren los minerales.

Aunado a lo anterior, otras disposiciones en materia ambiental flexibilizan aún más la regulación del sector, 
favoreciendo que la actividad se realice en áreas naturales protegidas, no sancionando adecuadamente 
a las empresas que contaminan el ambiente y favoreciendo el acceso al agua para la actividad industrial; 
de tal manera que tanto el marco regulatorio como su arquitectura institucional han sido diseñados con 
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el objetivo de favorecer y priorizar esta actividad a través de un modelo donde las protagonistas son las 
empresas mineras, especialmente las extranjeras. 
Sin duda, las actividades extractivas en México tienen un rol prioritario. Petróleos Mexicanos (Pemex) 
cuenta con una extensa infraestructura para la exploración y producción de petróleo crudo y gas 
natural, refinerías, complejos procesadores de gas y complejos petroquímicos para la transformación 
de hidrocarburos, así como con una amplia red de ductos, instalaciones de almacenamiento y equipos 
de transporte. En cuanto al proceso de refinación –elemento clave para la producción de gasolina en 
México– Pemex cuenta actualmente con seis refinerías, ocho complejos petroquímicos y 10 complejos 
procesadores de gas; las refinerías cuentan con sistemas antiguos en su mayoría, cuya producción cada 
vez es menor. El complejo más antiguo fue construido en 1906, mientras que la más reciente fue construida 
hace 38 años, desde entonces a la fecha, dos refinerías fueron cerradas, mientras que el proyecto de 
construcción de una nueva refinería, la Bicentenario, nunca se llevó a cabo.

El desarrollo de la industria de hidrocarburos en el país, en los términos planteados por la Reforma 
Energética, implica que la extracción de hidrocarburos tendrá prioridad sobre más de 240 mil kilómetros 
cuadrados de superficie terrestre y marina del país. Adicionalmente, en cuanto a los proyectos de 
exploración y extracción de hidrocarburos no convencionales mediante fractura hidráulica, estos se 
han realizado en el país desde 2006 en Aceite Terciario del Golfo y 2010 en lutitas sin conocimiento ni 
consentimiento de comunidades y pueblos. 

Desde la aprobación de la Reforma Energética, tan solo en dos años se realizaron cuatro licitaciones, 
por un total de 54 áreas contractuales para exploración y extracción de hidrocarburos, de las que fueron 
entregadas 38. En este breve periodo de tiempo hay 48 nuevas empresas, agrupadas en 33 consorcios 
operadores, involucradas en la extracción y procesamiento de petróleo y gas natural. Estas empresas 
congregan a gigantes del sector energético que tienen antecedentes de violaciones a los derechos 
humanos, contaminación ambiental, corrupción y sobornos, y algunas han sido señaladas de hacer 
negocios con el crimen organizado y contratar paramilitares. 

Destaca el caso de BlackRock, socio de la empresa Sierra Oil & Gas, y sus vínculos con personajes de la 
clase política mexicana. BlackRock duplicó el número de activos manejados en México y se convirtió en 
uno de los mayores inversionistas de las empresas que cotizan en la Bolsa Mexicana de Valores, cuyas 
inversiones se han visto reflejadas en el gasoducto Los Ramones y en el proyecto del Ducto Golfo–
Centro. En este documento se señala también la influencia de las empresas de Alberto Baillères –el 
segundo hombre más rico de México– sobre el sector energético mexicano, gracias a la cual logró colocar 
una serie de directivos en los puestos más importantes de las instituciones encargadas de velar por el 
funcionamiento de la industria de los hidrocarburos. En el caso de las nuevas empresas mexicanas, este 
documento identifica vínculos con el poder político de México, representado por ex directores generales 
de Pemex y ex secretarios de Estado, así como importantes grupos del poder financiero global. 

En cuanto a la infraestructura minera, existen en el país 25,178 títulos de concesiones mineras vigentes, 
equivalentes a la superficie acumulada de los estados de Yucatán, Quintana Roo, Campeche, Veracruz, 
Aguascalientes y Ciudad de México. Sin embargo, tan solo cinco entidades del noroeste –Sonora, 
Chihuahua, Durango, Zacatecas y Jalisco– concentran la mitad de la superficie concesionada total. De 
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estas concesiones, cerca de 65 % corresponde a compañías con oficinas centrales en Canadá, 17 % 
en Estados Unidos, 5 % en China y 2 % en Japón. Además, otras empresas provenientes de Reino 
Unido, Corea, Chile, India, España, Italia, Bélgica, Perú, Luxemburgo, Suiza, Irlanda, Francia y Filipinas 
también operan al menos una empresa en el país. Canadá destaca como líder en la extracción de oro, 
plata y cobre, con inversiones en el sector minero de más de 11 mil millones de dólares a lo largo del 
periodo 1999–2016. Durante ese mismo lapso de tiempo, Estados Unidos invirtió casi 6 mil 800 millones 
de dólares, seguido de capital proveniente de las Islas Vírgenes Británicas y el Reino Unido, con 3 mil 
millones y 1.6 mil millones de dólares respectivamente.

Pese a los grandes valores de producción del sector minero y a las cuantiosas inversiones que hacen 
las empresas mineras, el aporte a las finanzas públicas nacionales es mínimo. Durante 2016, el Gobierno 
Federal recaudó por concepto de minería de minerales metálicos y no metálicos, una cifra que apenas 
representa el 0.32 % de los ingresos recaudados. En el mismo sentido, los ingresos por derecho sobre 
minería representaron apenas 0.1 % del total de los ingresos tributarios de la recaudación federal 
participable, cifras que contrastan abruptamente con los estímulos fiscales que otorgó el gobierno federal 
a la minería y que representaron 18 % de la recaudación neta por minería de minerales metálicos y no 
metálicos que realizó el Gobierno Federal.

También resulta contrastante que, pese a ser una industria tan próspera, los beneficios no se reflejen en 
gran parte de los casos en los municipios o comunidades donde se asientan las minas. Por una parte, 76 % 
de los 22 municipios que concentran la producción de oro tienen niveles de pobreza mayores al promedio 
nacional, y más de la mitad superó el nivel promedio de pobreza extrema. En cuanto a la producción de 
plata, el patrón se repite: de los municipios que concentran la producción, 87.5 % tiene niveles de pobreza 
mayores al promedio nacional y 75 % mayores al promedio nacional de pobreza extrema. 
 
Por otro lado, los impactos socioambientales de las actividades extractivas en los territorios acentúan aún 
más la crítica situación de las comunidades. Aunque la gama de afectaciones es amplia, este documento 
identifica impactos en el agua, tanto fuentes subterráneas como superficiales; impactos a la salud 
humana relacionados con el uso de sustancias cancerígenas; impactos en los asentamientos humanos 
en general, en la biodiversidad, en las actividades económicas y en el calentamiento global del planeta, 
cuyo principal aporte lo hace el sector energético, sin desestimar a la minería que adopta el uso de energía 
predominantemente fósil. 

Adicionalmente, en materia social es latente la constante vulnerabilidad que tienen las comunidades que 
se oponen al desarrollo de proyectos extractivos en sus territorios. Este documento señala que 14.3 % de 
la superficie terrestre que la Secretaría de Energía contempla adjudicar para la exploración y extracción 
de hidrocarburos corresponde a regiones dentro de los territorios de pueblos indígenas del país. Los 
pueblos indígenas tepehua, huasteco, náhuatl y totonaca verán impactada aproximadamente la mitad 
de sus territorios. Al respecto, todos los informes citados en este Anuario coinciden al señalar graves 
violaciones a los derechos humanos en contra de las comunidades indígenas y campesinas en México, 
agravadas por un contexto de violencia asociada a megaproyectos autorizados sin el debido proceso de 
consulta y consentimiento previo, libre e informado; o bien, al contexto de hostigamiento y criminalización 
por parte del Estado y de las empresas que se da en el marco de la defensa del territorio. Otro ingrediente 
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que se añade a este contexto es la Gendarmería Nacional, cuerpo de seguridad de élite que tiene como 
una de sus funciones principales la protección de las inversiones y los ciclos productivos ante cualquier 
actor que suponga una amenaza. Sin duda, la creación de este ente representa una latente amenaza a las 
comunidades y pueblos en resistencia frente a proyectos extractivos. 

En el Anuario se identificaron también las dificultades para acceder a la información tanto del sector 
hidrocarburos como de la minería, esto como otro factor de análisis. Existen importantes vacíos en 
el acceso a la información sobre la ubicación, situación y condición de pozos, ductos, estaciones de 
bombeo, concesiones mineras, cantidad de agua empleada por esta industria, áreas naturales protegidas 
donde hay concesiones mineras, etc. Lo cual es de vital importancia para la sociedad, ya que los planes 
de protección civil, la planeación urbana y el cuidado ambiental dependen de ello. Finalmente, también 
se destacaron las discrepancias en cuanto a la información que proporcionan diferentes instancias del 
sector hidrocarburos, minero y ambiental, además del argumento esgrimido en cuanto a la reserva de 
la información, lo cual pone en evidencia a su vez que no existe una adecuada rendición de cuentas en 
las industrias extractivas en el país. Ante este contexto, la sociedad civil ha acudido a otros espacios 
para promover la transparencia y acceso a la información en los sectores minero, petrolero y gasífero, 
tales como la Alianza por el Gobierno Abierto (AGA), así como la Iniciativa para la Transparencia en las 
Industrias Extractivas (EITI) con tímidos avances hasta el momento. 


